ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA – ESAP 
Conferencista: Francisco Mejía Yepes – Contador Público
 “No se debe considerar que las finanzas públicas ... son una recopilación de fórmulas y conceptos que se repiten como verdades eternas y que no ameritan discusiones, sobre todo si se tiene en cuenta que la asignación de los recursos públicos es un acto político.” Cesar Giraldo – Finanzas Públicas en América Latina.

Naturaleza y fundamentos de las finanzas públicas:

Concepto: Llamadas también Hacienda Pública, están constituidas por los recursos económicos recaudados y administrados por el Estado para ser devueltos a la población bajo la forma de servicios públicos y satisfacción de necesidades generales. Pretenden estudiar la forma en que se logran los objetivos del sector público y la manera en que son realizadas y controladas las transacciones que permiten alcanzar los fines del Estado. 
El estado cumple una función social, por lo tanto sus fines deben estar orientados a la civilización y el progreso, valiéndose de los aparatos estatales, por ello el Estado debería permanecer inmutable ante la transformación política y no desviarse a los intereses particulares o clasistas.

El Estado deberá satisfacer las necesidades colectivas, independientemente de la capacidad económica de los asociados, por lo tanto la ampliación de la red vial, la cobertura de salud o la defensa, deben orientarse únicamente bajo la premisa de la necesidad colectiva de vincularse a los centros productivos y de servicios, de asegurar la comunicación como elemento de calidad de vida de los asociados, de atender las regiones más vulnerables desde el punto de vista sanitario o desde el punto de vista del conflicto social, respectivamente.

Enfoque dogmático y enfoque positivo (pragmático): En los análisis relacionados con la Hacienda Pública se debe distinguir la diferencia entre lo que debería ser la función del Estado, “”el deber ser”, es decir, los objetivos deseables”
, y los asuntos de hacienda como se presentan en la realidad de un país. Así entonces se distinguirá entre dos tipos de análisis: el que interroga sobre la estructura tributaria o la política de gasto publico más conveniente para alcanzar los objetivos altruistas del Estado, y los analistas de la coyuntura política, es decir la interpretación de las acciones de un gobierno tendientes al logro de los fines del Estado. Este último tratará entonces de establecer, por ejemplo, correlaciones entre la política monetaria y sus efectos sobre los grupos de presión relacionadas con el impacto de ésta o las consecuencias en los asociados del régimen de tributación establecido.

Mecanismos de intervención del Estado: Para cumplir con su objeto social el Estado utiliza mecanismos, los cuales se resumen en los postulados de la Hacienda Pública que establecen que la intervención del Estado debe atender cuatro funciones económicas:

· Asignación de recursos: consistente en la participación estatal en la provisión de bienes y servicios o en la orientación del aparato productivo hacia los sectores de la producción requeridas por la economía en un momento histórico dado.

· Formación de capital: Crecimiento económico impulsado por el crecimiento de los capitales humano y físico, y por el cambio tecnológico dirigido por el Estado. El capital generado por los individuos particulares puede resultar insuficiente para el desarrollo de la economía colectiva y si la inversión impulsada por el ahorro queda en manos particulares, solamente el rico, capaz de ahorrar continuará su proceso de enriquecimiento, mientras que el pobre sería cada vez más pobre, dada su baja capacidad de ahorro y dado que la inversión privada buscaría el beneficio individual, mientras que la inversión pública debe permitir la rentabilidad social.

· Estabilización económica: Esta función está orientada a tres aspectos: aseguramiento del pleno empleo, prevención de desajustes en los precios y equilibrio en la balanza de pagos. La estabilización se asocia con periodos de alzas en los precios, alternados con aumentos del desempleo, en sucesiones incontenibles.

· Distribución del ingreso y la riqueza: Las distorsiones en la distribución del ingreso debe ser neutralizada con una estructura tributaria progresiva que grave a los individuos acaudalados y oriente el gasto social a los de menores recursos. Esta teoría no es compartida por todos los tratadistas y la polémica está aún planteada. La OEA
 cuestiona duramente la capacidad del gasto público para mejorar la distribución del ingreso y sostiene que los impuestos progresivos no constituyen instrumentos eficaces de redistribución.

El principio de eficiencia de estos instrumentos, plantea que “cada instrumento debe emplearse en aquella meta para la cual es más eficiente”
, por lo tanto en la distribución del ingreso, se utiliza el impuesto para transferir riqueza entre los diferentes sectores, mientras que en la estabilización económica puede utilizarse como regulador; en casos de inflación como instrumento contraccionista: incrementando impuestos, disminuyendo el gasto público y en casos de recesión como instrumento expansionista: revirtiendo dichas medidas. 

En la formación de capital, la política fiscal debe coadyuvar a las soluciones en materia de empleo, dado el acelerado crecimiento de la fuerza laboral, buscando que la tasa de crecimiento del producto interno bruto crezca de manera que responda al crecimiento de la oferta de mano de obra.

RELACION PLAN – PRESUPUESTO

Para desarrollar las actividades que se imponen dentro del proceso de intervención del Estado con miras a alcanzar sus objetivos, se utilizan dos instrumentos básicos; los planes de desarrollo que establecen los objetivos y metas a cumplir en el mediano y largo plazo, fijando estrategias, políticas y medios para lograrlos, y los presupuestos anuales, a través de los cuales se asignan recursos para lograr la ejecución de los programas y proyectos contenidos en los planes de desarrollo.
La planificación es un proceso que tiene por objeto conseguir el máximo beneficio de las alternativas existentes para lograr un objetivo específico. Esta planificación deberá inspirarse en principios fundamentales de validez general, sin los cuales es imposible lograr que el plan se concrete en resultados, estos principios son:
Racionalidad. La planificación debe atender al logro de metas necesarias para el desarrollo de la comunidad pero que sean susceptibles de cumplirse a partir de los recursos disponibles.

Previsión: Impone a la planificación la obligación de atender a diversos escenarios de tal manera que se potencialice el aprovechamiento de las oportunidades y fortalezas y se minimice el impacto de las debilidades y amenazas.

Universalidad: Coherente con el principio de previsión, la planificación deberá cubrir todos los posibles frentes que originarán impacto en la comunidad.

Unidad: Frente a los problemas de una misma comunidad deberá realizarse un solo proceso de planeación de tal manera que los esfuerzos de las diferentes organizaciones no se desarrollen de manera aislada, sino que se produzcan mediante la sinergia de los distintos esfuerzos.

Continuidad: El proceso de planeación deberá considerar estrategias, planes y programas que permitan alcanzar la solución completa de los problemas diagnosticados. 
Flexibilidad: Sin embargo, deberá conservar la planeación, la posibilidad de hacer los ajustes necesarios para aprovechar las situaciones positivas o neutralizar las situaciones negativas que se presenten de manera inesperada.

A partir de un adecuado proceso de planificación se podrán cuantificar los recursos necesarios para su aplicación y puesta en ejecución. Dado que dichos recursos son escasos, habrá necesidad de establecer una priorización que originará una distribución en el tiempo de las inversiones necesarias para alcanzar los objetivos del plan. Esta cuantificación se traduce en los presupuestos plurianuales de inversión y en los presupuestos anuales de ingresos y gastos.

El Presupuesto Público:

Concepto: Es un acto administrativo por el cual se prevén o computan anticipadamente los ingresos y se autorizan los gastos, por parte del nivel administrativo competente, para un determinado período, en el ámbito del respectivo nivel. 
El objetivo de un sistema presupuestal es regular el proceso de preparación, discusión, ejecución y control de los gastos públicos y simultáneamente ordenar el proceso de recaudo de los ingresos. Mientras que un presupuesto en el sector privado solamente constituye una herramienta de planeación y control, el presupuesto público es una autorización máxima de gasto otorgada a un agente de la administración pública y por lo tanto es menos flexible en su concepción. 

El sistema presupuestal Colombiano está enmarcado en el Decreto 111 de 1996 (15 de enero), compilatorio de las Leyes 38 de 1989, 179 de 1994 y 225 de 1995.

Las normas señaladas fueron substanciadas por el ejecutivo, con base en la autorización legal contenida en el artículo 24 de la Ley 225 de 1995, de tal manera que se constituyera en Estatuto Orgánico del Sistema Presupuestal Colombiano, sin cambiar la redacción, ni contenido de las leyes que se compilan. De la misma manera y en desarrollo del artículo 32 de la mencionada norma, antes del 31 de diciembre de 1996, las entidades territoriales debieron ajustar sus normas, para asimilar la estructura presupuestal prevista en el decreto mencionado. 
Además el ejecutivo, en desarrolló de facultades expresas, contenidas en el artículo 43 de la Ley 179 de 1994, dictó el decreto 115 de 1996, que contiene normas sobre presupuesto aplicables específicamente a las empresas industriales y comerciales del Estado y para las empresas de economía mixta con el régimen de las primeras, sin embargo este estatuto no prevé diferencias profundas frente a los principios, sistemas y conceptos señalados por las normas básicas de presupuesto compiladas en el decreto No. 111 de enero de 1996.

Desde 1688 en Inglaterra y 1789 en Francia, se estableció el principio de legalidad del presupuesto, que es la autorización previa que los respectivos parlamentos otorgaban para la recaudación de los impuestos y el reconocimiento de los gastos. 

Actualmente existen diferentes teorías sobre la naturaleza legal del presupuesto, entre las cuales se destacan: 

El presupuesto como acto-condición: Como el presupuesto no es mas que un estado de previsión de gastos e ingresos del Estado para un periodo determinado y su formación solamente pretende asegurar el cumplimiento de Leyes preexistentes en materia presupuestal, se considera un acto administrativo (acto-condición), más que una Ley propiamente dicha, sin embargo la teoría del presupuesto como acto jurídico complejo establece que es necesario distinguir entre el presupuesto de ingresos y el de gastos de manera independiente, por la naturaleza jurídica de cada uno de los actos que tienen esencia diferente, ya que como se señaló las apropiaciones constituyen autorizaciones máximas de gasto.

Siguiendo la teoría del presupuesto como Ley formal y material; y teniendo en cuenta el carácter normativo y coactivo que sobre la conducta de la administración y de los ciudadanos ejerce, el presupuesto se cataloga como una Ley; y en el caso Colombiano, la aprobación anual del “Presupuesto General de Rentas y Ley de apropiaciones”, es un procedimiento especial dispuesto por el artículo 346 de la Carta Constitucional, sometida al control de constitucionalidad previsto en el artículo 241 de la misma norma, el cual se ejerce sobre los actos que tienen fuerza material de Ley, siguiendo en este caso, el postulado previsto por esta teoría.

LOS PRINCIPIOS PRESUPUESTALES

La formulación presupuestal está regida por una serie de prácticas que en el caso Colombiano, trascendieron el derecho natural y se convirtieron en preceptos legales. Existen además algunos principios que no están expresamente declarados en las normas vigentes sobre la materia, pero que han sido considerados por los tratadistas de la materia, a continuación analizaremos estos últimos y posteriormente los de orden legal:

1. Principios presupuestales que no están expresamente consagrados en la Ley Colombiana sobre materia presupuestal: 

1.1. Principio de competencia vs. Principio de caja: De manera similar a como lo establece el principio de causación en la contabilidad, el principio de competencia establece que todos los ingresos deben ser reconocidos, es decir incorporados al presupuesto en el periodo en que tuvieron su origen y los gastos deben ser atendidos con los ingresos previstos para tal fin en la misma anualidad en que se establecieron los compromisos. A diferencia de este, el principio de caja establece que los ingresos de cada año se estimaran de acuerdo con el recaudo efectivo que se producirá en cada vigencia y los gastos se aplicarán a ellos hasta la concurrencia de los recursos disponibles. 

En este caso, el sistema presupuestal Colombiano entraña una contradicción, pues establece que los ingresos se proyectarán con base en el recaudo efectivo de cada renglón rentístico, mientras que para los gastos se considerará la anualidad en la cual fueron contraidos los compromisos para lo cual se estableció el régimen de apropiaciones y reservas, estableciendo de esta manera como lo señalan los tratadistas, un sistema mixto. 

1.2. Principio del Equilibrio presupuestal: este principio establece que el calculo de los ingresos no debe exceder los egresos y viceversa, su finalidad, apunta a asegurar, en teoría, el servicio oportuno de los gastos autorizados de tal manera que si bien no se producen excedentes, tampoco deberían producirse déficits. 

Según nuestra normatividad, la generación de excedentes podría darse en algunas actividades del Estado y en caso que la Administración presente un presupuesto desequilibrado debido a un exceso de gastos frente a los ingresos que habrá de percibir, deberá presentar un presupuesto adicional que subsane dicha diferencia, es decir que el sistema conserva en el fondo este principio de equilibrio presupuestal.

1.3. Principio de la Unidad presupuestal: Los gastos e ingresos de todos los servicios correspondientes a una misma colectividad, deben estar agrupados en un mismo documento y deben ser presentados a la célula administrativa correspondiente de manera simultanea para su estudio y aprobación. 
Esto permite a todos los agentes involucrados en el proceso presupuestal, tener una idea de conjunto de la política fiscal para un año determinado. En Colombia, la Ley 38 de 1989, compilada en el Estatuto Orgánico del Presupuesto (Decreto 111 de 1996), creó la figura del “presupuesto complementario”, mediante el cual, el ejecutivo somete a consideración de la instancia competente, un proyecto de presupuesto que, como quedó dicho, pretende subsanar la falta de equilibrio en el presupuesto presentado inicialmente, considerando en él, los mecanismos tendientes a obtener los recursos adicionales necesarios para atender los gastos autorizados en exceso, cumpliendo de alguna manera con el principio de unidad.

2. Principios presupuestales contemplados en la legislación Colombiana en materia presupuestal:

2.1. Principio de anualidad: Según este principio el presupuesto debe ser aprobado anualmente y su periodicidad abarca del 1º de enero al 31 de diciembre de cada año. Esta limitación ofrece mayor comodidad para ejercer el control sobre la marcha de la administración pública y armoniza con la mayoría de actos administrativos y otras actividades de la vida en sociedad, sin embargo, a esta costumbre se le atribuye “clara raigambre política: los parlamentos, al someter al ejecutivo a la obligación de renovar anualmente las autorizaciones para recaudar impuestos y efectuar los gastos, acrecentaban su poder político.”
 

Como este principio pudo ser factor de distorsión para el desarrollo de acciones del Estado proyectadas a más de una vigencia, el sistema presupuestal prevé mecanismos plurianuales que buscan mantener la continuidad en las obras públicas y planes de gobierno previamente iniciados.

2.2. Principio de universalidad: Es un rechazo a los fondos secretos, este principio establece que todos los egresos autorizados deben figurar en el presupuesto y en consecuencia ninguna autoridad podrá efectuar gastos con cargo al erario público, que no figuren en el respectivo presupuesto. Esto implica lógicamente que deban también conocerse íntegramente los ingresos con los cuales se financiarán dichos gastos.

2.3. Principio de Unidad de caja: Este principio establece que todos los ingresos se percibirán por el tesoro público, sin una destinación diferente que la de financiar los gastos públicos, buscando dar al ejecutivo amplitud en la administración de los recursos y discrecionalidad en la realización de los gastos. Las rentas de destinación específica, que se incorporan en muchos de los presupuestos públicos en Colombia, buscan asegurar la inversión en sectores sociales considerados vitales, como la salud o la educación.

2.4. Principio de Planificación: De acuerdo con este principio presupuestal, los ingresos y los gastos previstos en el presupuesto, deben responder a los contenidos del plan nacional de desarrollo, del plan anual de inversiones, del plan financiero y del plan anual de inversiones, es decir que a pesar de su anualidad, el presupuesto debe armonizar con los planes previstos por el gobierno a unos plazos mayores de un año. Pretende además asegurar continuidad en el flujo de recursos para garantizar la permanencia en el tiempo de los planes y proyectos de desarrollo previstos para el mediano y largo plazo.

2.5. Principio de Programación integral: Dispone que todo programa presupuestal debe contener de manera simultanea, los gastos de inversión y funcionamiento necesarios para su ejecución, de tal manera que se asegure su operación y aporte al desarrollo, para el cual ha sido concebido. Es un principio que exige la responsabilidad administrativa, eliminando la practica de ordenar inversiones, sin disponer lo necesario para su operación.

2.6. Principio de Especialización: Las apropiaciones deben referirse estrictamente al objeto y funciones del órgano de la administración para el cual fueron aforadas y deben ejecutarse según el mismo fin. De esta manera el ejercicio del control sobre la ejecución será más eficiente y la gestión de la administración evitará desviarse de los objetivos del Estado, impidiendo la previsión de partidas globales destinadas a gastos cuya finalidad no sea clara y en consecuencia su afinidad con los objetivos de la administración no puedan ser demostrados.

2.7. Principio de inembargabilidad: El artículo 6º de la Ley 174 de 1994, incorporada en el Decreto 111 de 1996, prevé que “Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman”, sin embargo establece la misma norma que los funcionarios deberán adoptar las medidas conducentes al pago de los derechos de terceros, incluyendo los reconocidos mediante sentencias, de tal manera que este principio presupuestal no establezca un principio de impunidad a favor del Estado y sus agentes.

2.8. Principio de la Coherencia macroecónomica: Por medio de la cual se determina que el presupuesto debe estar enmarcado en las metas macroeconómicas del Gobierno, fijadas en coordinación con la Junta Directiva del Banco de la República.

2.9. Principio de la homeostasis presupuestal: Con esta denominación se conoce el principio que pretende que el crecimiento real del presupuesto a través de los diferentes periodos anuales, sea coherente y armónico con el crecimiento de la economía nacional, de tal manera que se constituya en motor del desarrollo y no en factor de desequilibrio macroeconómico. 
Pretende de manera simultanea que los aforos presupuestales crezcan de manera racional, para contrarrestar la costumbre de formular presupuestos ambiciosos cuya ejecución no se materialice por la simple incapacidad económica de los asociados para financiarlo.

Instancias competentes: Para efecto de la aprobación de los respectivos presupuestos, son competentes: A nivel Nacional, El Congreso de la República; a nivel Departamental, la Asamblea Departamental y a nivel Municipal, el Concejo Municipal respectivo. Además en los organismos descentralizados y empresas industriales y comerciales del Estado, esta función estará a cargo de su Consejo de dirección o Junta directiva, sin perjuicio que su decisión sea revisada por organismos coordinadores de la política fiscal para asegurar su compatibilidad con los planes generales del Estado y sus cifras incorporadas en el Presupuesto general del respectivo nivel territorial. 

La intervención de los máximos organismos de administración de cada nivel en la aprobación del aforo presupuestal complementa la aseveración que el presupuesto, más que una acto Legislativo, es un acto Administrativo que busca asegurar e impulsar el cumplimiento de las Leyes vigentes sobre la materia.

LOS INGRESOS DEL ESTADO
Los ingresos del Estado son las sumas recibidas por éste para desarrollar su labor con miras a cumplir su función social. Estos ingresos pueden provenir de diversas fuentes como son: Impuestos (tributos), ingresos por prestación de servicios o venta de bienes, excedentes de periodos anteriores (superávit) o recursos provenientes del crédito (préstamos). Para efectos presupuestales los ingresos del Estado se clasifican en Ingresos corrientes y recursos de capital.

Ingresos corrientes: Son los ingresos que genera el Estado con su propia actividad fiscal o empresarial y constituyen el mejor indicador de la solidez de las finanzas públicas de un país. Estos ingresos corrientes se suelen clasificar en tributarios y no tributarios, los primeros son los impuestos, los no tributarios son: tasas o tarifas, contribuciones, rentas contractuales, venta de bienes y servicios y las transferencias.

Impuestos o tributos: son las obligaciones impuestas unilateralmente por el Estado a los asociados, cuyo pago es obligatorio y no genera una retribución directa, proporcional, ni inmediata para quien realizó el pago. Esta retribución es colectiva y aunque se pretende el mejoramiento de la calidad de vida de los asociados, su pago no guarda una proporción directa en volumen o calidad con la retribución que obtiene el contribuyente y se constituye además en herramienta para la redistribución del ingreso. 

En la relación impositiva se distingue un sujeto activo del impuesto, constituido por el Estado en cualquiera de sus niveles; un sujeto pasivo que es el contribuyente, es decir el individuo, que puede ser una persona natural o jurídica, sobre el cual recae una obligación tributaria, y un hecho generador de impuesto, que es la base gravable o elemento que servirá de referencia al Estado para liquidar y cobrar el impuesto respectivo. 
Así, en el impuesto de renta: el sujeto activo es la Nación, el sujeto pasivo es la persona generadora de riqueza y el hecho generador de impuesto es la producción de rentas o ganancias para esa persona. El volumen de rentas o ganancias obtenidas será la base sobre la cual se liquidará el impuesto según el porcentaje fijado en la Ley. 
En el impuesto predial el sujeto activo es el Municipio en cuya jurisdicción se encuentren los predios sometidos al gravamen, los sujetos pasivos serán los propietarios de dichos predios y el hecho generador es la posesión de esos predios o bienes inmuebles.

Los impuestos pueden ser directos e indirectos, los primeros deben ser cubiertos por el sujeto pasivo y no pueden ser trasladados, por ejemplo, el impuesto de renta debe ser cubierto por quien generó riqueza, mientras que los impuestos indirectos, gravan una acción o actividad y su pago puede ser trasladado, por ejemplo el Impuesto a las ventas, que debe ser cubierto por quien realiza la venta, sin embargo su pago puede ser trasladado al consumidor. 
Los impuestos directos se consideran progresivos por cuanto su pago atiende las características de ingreso o propiedad de quien debe realizar el pago, lo cual supone que quien más gane o más posea deberá pagar más, generando equidad entre los asociados, estimulando la producción y el desarrollo, mientras que los impuestos indirectos se consideran regresivos por cuanto recaen sobre la actividad, independientemente del sujeto que la realice, de tal manera que los asociados que no estén en condiciones económicas de pagar el impuesto, deberán abstenerse de realizar la actividad gravada.

Principios rectores de la tributación: Una sana política fiscal debe guiarse por los siguientes principios básicos: 

Neutralidad: Este principio busca que los impuestos que deba pagar un contribuyente no distorsionen las decisiones económicas, es decir que la asignación de recursos hacia las diferentes actividades no se vea entorpecida por la tributación, de tal manera que el ejercicio de determinadas actividades económicas se vea desestimulado.

Equidad: Este principio plantea que el tributo debe imponerse con bases igualitarias para que sea de aceptación general y no genere rechazo o distorsiones en la economía. Frente al tema de la equidad se establecen dos teorías: 
La teoría del beneficio, esta teoría establece que el tributo se debe pagar en proporción al beneficio que el contribuyente va a obtener con la acción desatada por el Estado. Esta teoría es de corte capitalista y como critica se puede establecer que por principio no se puede identificar la acción del Estado en relación con los particulares, porque una de sus funciones es suministrar bienes y servicios de carácter social, indivisible y de consumo colectivo. 

La teoría de la capacidad de pago, relaciona la posibilidad de atender en mejor forma la obligación tributaria para aquellos individuos que disponen de un mayor nivel económico, partiendo del principio de que cada individuo contribuirá en la medida de sus capacidades, independientemente del beneficio que reciba con la acción del Estado.

Costo mínimo de recaudación y pago: Un sistema tributario podrá mantener su neutralidad y equidad, solamente en la medida en que pueda realizar su recaudo con eficacia. La mayor distorsión de nuestro sistema tributario puede que no sea la tasa impositiva pretendida por el Estado, sino la falta de control sobre el alto nivel de evasión, que hacen el sistema se vuelva regresivo.

Actualmente el Estado obtiene sus ingresos, entre otras formas, mediante la imposición de tributos relacionados con los ingresos obtenidos por los asociados o la propiedad sobre diferentes bienes de esos mismos asociados, entre ellos se destacan:

Impuesto de Renta: Grava la renta obtenida por la persona natural o jurídica que realiza actividades generadoras de riqueza, para las últimas existe una tarifa única, mientras que las primeras tienen tarifas diferenciales que se incrementan en la medida en que se aumenta el volumen de los ingresos obtenidos por el sujeto pasivo del impuesto. Para determinar el impuesto se exige a los contribuyentes que se considera que reúnen los requisitos para ser sujetos pasivos del tributo a presentar una declaración de las rentas obtenidas en el año inmediatamente anterior. 
En determinadas actividades o cuando los ingresos se obtienen por el sujeto pasivo a partir de una relación laboral o reglamentaria, el impuesto se aplica a través de la retención de un porcentaje en la fuente del ingreso, este mecanismo establece que el patrono o quien deba realizar el pago al sujeto pasivo retenga parte del valor que debe desembolsar, para entregarlo al Estado, a titulo de anticipo al impuesto de renta a cargo del beneficiario del pago. 

Impuesto predial: Su producto está destinado a las arcas municipales respectivas, se paga con base en el avalúo que el catastro haya fijado a cada uno de los predios que se encuentran en la jurisdicción del municipio. La variación de la tarifa depende del uso o vocación del predio, el estrato socioeconómico en que se encuentre y el desarrollo urbanístico que tenga el mismo predio. 

Impuesto de rodamiento: Se aplica sobre los vehículos en proporción al año de producción y avalúo comercial, de acuerdo con tablas que señala el propio Estado. El producto de este impuesto se comparte entre las rentas municipales  y departamentales en cuya jurisdicción se encuentra matriculado el vehículo.

Algunos Impuestos indirectos:

IVA: Impuesto al valor agregado, es un impuesto que se aplica a los bienes transformados a una tasa general del 16 %.

Impuesto de industria y comercio: Impuesto municipal que recae sobre todas las actividades industriales, comerciales y de servicio que se realicen en el municipio, en establecimientos abiertos o no al público.

Juegos, rifas, apuestas y espectáculos públicos, degüello de ganado (mayor y menor), extracción de materiales, delineación urbana y sobretasa al combustible automotor: Son gravámenes aplicables a cada una de las actividades mencionadas, que se realicen de manera legal y permitida en el territorio municipal.
Ingresos no tributarios: Son los ingresos que se perciben en cada uno de los niveles territoriales y son obtenidos al desarrollar alguna actividad comercial reservada o no al Estado.

Tasas o tarifas: Estas rentas tienen una relación directa con la cantidad de bienes o servicios consumidos por los asociados, en este caso existe una forma de voluntariedad para incurrir en su pago, según el individuo quiera hacerlo o esté en capacidad económica. Corresponde al precio que se cobra por un servicio público, aunque en su estructura tarifaria pueden considerarse factores redistributivos como son subsidios o cuotas de contribución. 

Los subsidios buscan reducir la carga a los sectores menos favorecidos económicamente, mientras que las cuotas de contribución pretenden que los usuarios de más capacidad generen para el Estado un diferencial o utilidad en la prestación del servicio, que debe servir para atender los subsidios otorgados.

Las contribuciones: son ingresos que tienen un carácter mixto, es decir que el contribuyente recibe un beneficio directo derivado de su pago, así la cantidad recibida no pueda ser determinada con exactitud o no coincida exactamente con el valor pagado. Tal es el caso de la contribución de valorización, que consiste en el cobro de un aporte para la realización de una obra que se presume generará plusvalía (mayor valor) a los bienes inmuebles ubicados en su área de influencia, la distribución y cobro se realiza sobre bases subjetivas, ya que resulta muy difícil determinar la verdadera magnitud del beneficio que la obra ofrecerá al inmueble gravado. 

Los peajes son contribuciones que pagan los usuarios de una determinada vía pública de acuerdo con las características del vehículo utilizado, ya que se presume que un vehículo de varios ejes desplaza un mayor volumen de carga y causa un mayor deterioro en la vía, aunque es imposible asegurar que lo pagado permite resarcir exactamente el deterioro ocasionado.

Rentas Contractuales y otros ingresos: Estos ingresos están constituidos por los productos obtenidos por el Estado en desarrollo de actividades contractuales como puede ser el arrendamiento de inmuebles de propiedad del nivel territorial correspondiente, también se consideran aquí las regalías petroleras, que son participaciones recibidas por la explotación del petróleo en las regiones en cuyo subsuelo se encontró el depósito, las multas y los beneficios obtenidos por los monopolios fiscales: loterías y juegos de azar, licores, etc.

Venta de bienes y servicios: Son los ingresos producidos en la venta de bienes o servicios producidos por las empresas industriales y comerciales del Estado, los cuales se constituyen en la principal fuente de financiación de dichas entidades.

Transferencias: Son recursos entregados por un nivel territorial a otro en desarrollo de disposiciones vigentes pero sin ninguna retribución para el nivel que realiza la entrega de recursos. Las principales transferencias están constituidas por la participación de los niveles territoriales en los ingresos corrientes de la Nación. 

Estas participaciones se entregan de acuerdo con una categorización que se hace del Municipio al cual se entregarán los recursos y se destinan para financiar gastos de inversión en salud, educación, vivienda, servicios de agua potable, saneamiento básico y otros sectores que el consejo de política económica y social  - CONPES estime conveniente, de acuerdo con el artículo 357 de la Constitución Nacional y la Ley 715 de 2002.

Los recursos de capital: Estos ingresos, también denominados ingresos extraordinarios, están compuestos principalmente por el producto de otro tipo de operaciones realizadas por el Estado, así:

Recursos del crédito: Es el producto de operaciones pasivas de crédito desarrolladas por el Estado, cuyas fuentes pueden ser nacionales, en cuyo caso se denominan, créditos internos; o internacionales, los que se denominan, créditos externos. Los recursos así obtenidos deben ser destinados a la financiación de gastos de inversión que generen utilidad económica o social y por disposición de la Ley, también pueden aplicarse a la financiación de planes de retiro voluntario para reducción de las plantas de personal de las entidades del Estado. Estos créditos podrán ser otorgados por entidades financieras o por proveedores de bienes o servicios necesarios para la operación del Estado y sus servicios. 

Los créditos obtenidos tendrán un plazo superior a una vigencia (un año) para su reembolso y se diferencian de los créditos denominados de Tesorería que son lo que se obtienen para asegurar la regularidad en los pagos que deba hacer el Estado, por cuanto estos últimos deben ser cancelados en la misma vigencia en que se obtienen, con el producto de los demás ingresos, por lo tanto solamente su costo financiero afectará el presupuesto.

Recursos del balance: Estos son los excedentes financieros de periodos anteriores, la recuperación de cartera y la venta de activos, los excedentes financieros de los establecimientos públicos y de las empresas industriales y comerciales del Estado y las participaciones en las empresas de economía mixta, además de las rentas ocasionales, que son las que no se recaudan regular sino eventualmente. También se consideran recursos del balance los ingresos correspondientes a la captación de donaciones.

EL GASTO PUBLICO
Tradicionalmente en los estudios hacendísticos, se le daba mayor importancia al ingreso, sin embargo en los tiempos modernos se le reconoce especial importancia al gasto, porque su papel en la economía no es neutro como lo propone la escuela tradicional, sino que juega un papel decisivo y muchos problemas fiscales no se originan en falta de recursos, sino en la ineficiente asignación de los mismos. Algunos tratadistas consideran el gasto público como el instrumento más importante para mejorar la distribución del ingreso y la riqueza, siempre y cuando se realicen inversiones que beneficien a las clases menos favorecidas, como los gastos en educación secundaria, servicios públicos, algunas obras de infraestructura física, o cuando se trata de gastos de pobreza.

Sin embargo algunos gastos aparentemente distributivos pueden favorecer a sectores poblacionales económicamente mejor acomodados, por ejemplo una nueva vía facilita la comunicación de sectores rurales con centros económicos y de servicios, que al estar más accesibles, favorecen el costo de la tierra, que esta en manos de unos pocos más afortunados.

Clasificación social del gasto público: En desarrollo de la Constitución Política Colombiana, el presupuesto deberá contener un componente denominado gasto público social (artículo 350), el cual tendrá prioridad sobre cualquier asignación y se distribuirá teniendo en cuenta el número de personas con necesidades básicas insatisfechas, la población y la eficiencia fiscal y administrativa. 

Para el desarrollo de este mandato, deberán en primer lugar definirse algunos conceptos, entre ellos, el de focalización que es una herramienta dirigida a atender eficazmente situaciones de exclusión y a los grupos poblacionales afectados. Es una política de carácter selectivo que consiste en dirigir el gasto público (subsidios e inversión) hacia los sectores pobres, como una forma de economizar recursos públicos, logrando que estos lleguen a los más necesitados, este principio se aplica en especial al diseño de políticas en salud y educación.

Debemos señalar que el gasto público social adquiere dos dimensiones, en primer lugar el gasto focalizado hacia las personas pobres, el cual se administra con base en los subsidios a la demanda, que deben permitir a todos los asociados demandar los bienes y servicios necesarios para atender las NBI en condiciones de igualdad. En segundo lugar se refiere al gasto público orientado al capital humano, es decir al proceso de desarrollo y fomento de las capacidades productivas de los asociados, con este criterio se orientan las asignaciones en educación, salud, nutrición y saneamiento básico. El cumplimiento del mandato constitucional comentado se da entonces en las apropiaciones orientadas a los conceptos de gasto relacionados con los gastos públicos focalizados y en general en las dirigidas a atender los servicios de educación, salud y saneamiento básico (Sistema general de Transferencias). 

Considerado por algunos tratadistas, como quedó dicho, “uno de los instrumentos de política fiscal más importantes para mejorar la distribución del ingreso y la riqueza”
, es considerado por otros, el causante de una mayor diferencia social. Por lo anterior y desde el punto de vista de su impacto en la asignación de recursos y redistribución del ingreso, el gasto público se ha clasificado en gasto regresivo, progresivo y de pobreza. La mayor parte de los gastos dirigidos a la educación superior, a la formación de infraestructura física y similares, generan beneficios que son mejor aprovechados por los grupos sociales con mejores niveles de ingreso, lo que incrementa la injusticia en cuanto a la distribución del ingreso, por lo que se consideran gastos regresivos. 

Los gastos destinados a financiar la educación media, los servicios públicos y otras obras públicas, es decir los que se señalaron como uno de los enfoques de lo que constituye gasto social se consideran progresivos, porque benefician grupos más amplios de la población, generando mayor distribución de la riqueza. Mientras que el gasto aplicado a la educación primaria, la salud, los subsidios a la demanda para vivienda y desempleo, tienen como población focal a los grupos sociales de menores ingresos, por lo que se denominan gastos de pobreza.

Clasificación presupuestal del gasto: de otro lado y como las autorizaciones no pueden ser otorgadas al ejecutivo en bloque o de forma genérica, las apropiaciones se clasifican en gastos de funcionamiento, servicio de la deuda y gastos de inversión. 

Gastos de funcionamiento: Los gastos de funcionamiento consideran las apropiaciones destinadas al normal ejercicio de las funciones de la entidad, por lo que se dividen en: servicios personales, que incluyen todo lo relacionado con la vinculación de personal, tales como gastos de nómina y sus obligaciones complementarias y los contratos en los que prime el trabajo intelectual y manual; y gastos generales que incluyen las apropiaciones necesarias para la adquisición de los bienes y servicios necesarios para la operación de la administración pública. En este grupo se consideran la compra de equipos que no estén destinados a la producción de otros bienes, materiales, suministros y su mantenimiento, arrendamientos, impresos y publicaciones, gastos de viaje, etc. 

Servicio de la deuda: Las apropiaciones que corresponden al servicio de la deuda son las necesarias para atender oportunamente y en el monto convenido los reembolsos de los créditos obtenidos por el Estado en vigencias anteriores, así como sus costos financieros de intereses, comisiones, etc.

Gastos de inversión: Se denominan gastos de inversión, aquellas erogaciones destinadas a causar beneficios económicos o que tengan utilización perdurable y estén destinados a crear infraestructura social, que puede ser física o de desarrollo del capital humano. 

Por lo anterior, en este grupo, además de las obras públicas de infraestructura física, se considera el gasto público social, cuyo objetivo es la solución de necesidades básicas insatisfechas de salud, educación, saneamiento ambiental, vivienda, agua potable y en general, los tendientes a lograr el bienestar general.

Limitaciones en la ejecución de los gastos: Respecto a la ejecución de los gastos, la norma presupuestal establece algunas limitaciones, en primer lugar aplica los ya comentados principios de universalidad, en virtud del cual no podrá autorizarse ningún gasto con cargo al presupuesto, cuyo objeto no esté previsto en él y de especialización en el que se establece que todos los gastos realizados por una dependencia o entidad deben referirse a su objeto. 
Como se indicó, las apropiaciones presupuestales son autorizaciones máximas de gasto, por lo tanto no podrá contraerse obligaciones en exceso del monto asignado en ellas, además, con base en el principio de anualidad, estas apropiaciones expiran el 31 de diciembre del año para el cual fueron autorizadas, por lo tanto, después de esa fecha no se podrán contraer obligaciones con cargo a ellas.

Preparación del Presupuesto:

Cálculo de los ingresos: Corresponde al ejecutivo, conforme al artículo 346 de la carta constitucional, elaborar anualmente el presupuesto que será considerado por el legislativo o la correspondiente célula administrativa colegiada. La primera obligación será la determinación de los ingresos, labor muy delicada si se tiene en cuenta que en caso de sobredimensionarse estos, se producirán distorsiones graves que pueden generar un cuantioso déficit. 

Metodologías para el cálculo: El cálculo de los ingresos puede realizarse con base en los siguientes métodos:

Método automático: Bajo este método simplemente se promedian las rentas de los últimos tres (3) año, para determinar el monto que será incorporado en el proyecto de presupuesto. Esta técnica es muy poco aplicada, porque genera algunas distorsiones derivadas de utilizar el recaudo de rentas de épocas de prosperidad para calcular las de periodos recesivos o a la inversa. Es aplicable en escenarios económicos de alta estabilidad e inexistente inflación.

Método del recaudo: Este método es el que acoge el estatuto orgánico actual y se basa en el comportamiento efectivo de la respectiva renta en el periodo más reciente, es decir los recaudos que efectivamente se obtienen. En este método se evidencian rezagos del método de presupuestación de caja.
Trámite del Presupuesto: El sistema presupuestal en Colombia, considera, además de la elaboración del presupuesto anual, un plan financiero o presupuesto plurianual y un plan anual operativo de inversiones. 
Este último se alimenta de los proyectos debidamente inscritos en el banco de proyectos de la respectiva unidad de planeación, en el cual se registran los proyectos de desarrollo viables, los cuales son priorizados para su incorporación al presupuesto, teniendo en cuenta la disponibilidad de recursos. 

Una vez el ejecutivo del respectivo nivel territorial ha dispuesto la preparación del proyecto respectivo, se diseñan las “disposiciones generales” del presupuesto, que consisten en instrucciones de carácter procedimiental relacionadas con la ejecución del presupuesto y en estas condiciones es sometido a la discusión del respectivo ente legislativo o administrativo según el caso.

Presentación del presupuesto: Dentro de los primeros diez (10) días de las sesiones ordinarias del congreso, que se inician el veinte (20) de julio de cada año, el proyecto de presupuesto es sometido a su consideración. En los entes territoriales, este proyecto se presenta dentro de similares periodos, a la respectiva autoridad administrativa competente.

Estudio del presupuesto: Una vez radicado el proyecto, se procede al estudio en primer debate, el cual a escala nacional, se desarrolla de manera conjunta por las comisiones de asuntos económicos de las dos cámaras, con lo que se busca darle agilidad al debate. En este primer análisis se atenderá en primera instancia el cumplimiento, por parte del proyecto, de las disposiciones sobre la materia, en caso de no encontrarse de acuerdo, se devolverá al ejecutivo, quien dispondrá de un plazo que va hasta el treinta (30) de agosto siguiente para preparar las enmiendas y correcciones y ponerlo nuevamente a disposición de la autoridad competente.

En todo caso, este primer debate debe concluir antes del veinticinco (25) de septiembre y una vez cerrado, se designarán ponentes para los respectivos segundos debates en senado y cámara, con los cuales se surtirá el proceso, cuya fecha final debe ser antes de la medianoche del veinte (20) de octubre de cada año.

Restricción a la iniciativa parlamentaria en materia del gasto público: Antes de la reforma de 1945, los parlamentarios gozaban de poder ilimitado en materia de gasto público, de tal manera que el proyecto presentado por el ejecutivo era modificado durante su estudio para dar cabida a gastos de iniciativa parlamentaria, haciendo de estos presupuestos, en la mayoría de los casos, un catalogo de intenciones imposibles de cumplir. Por lo tanto se desarrollaron una serie de restricciones para que las células legislativas y administrativas encargadas del estudio y aprobación limitaran su capacidad de modificación al proyecto, es así como los cómputos de rentas presentados por el gobierno, no podrán ser alterados durante la discusión, sin el concepto previo y favorable de la respectiva autoridad de hacienda. 

Se podrán reducir o eliminar, nunca aumentar, las partidas de gastos propuestas por el gobierno, a excepción de las apropiaciones destinadas al servicio de la deuda pública, a la atención de obligaciones contractuales del Estado, a los servicios ordinarios de la administración y a las autorizadas en los planes y programas de desarrollo económico.

Repetición del presupuesto: En caso de no presentarse oportunamente el proyecto de presupuesto, por parte del ejecutivo, regirá para el año siguiente el mismo presupuesto del año anterior, lo que se constituye en una penalización para el gobierno, ya que por razones asociadas a la inflación, es presumible que este presupuesto será menor que el requerido por el ejecutivo para desarrollar adecuadamente su función gubernamental en el nuevo periodo.

Dictadura fiscal: Si presentado oportunamente el proyecto de presupuesto, su estudio no es evacuado antes de la medianoche del veinte (20) de octubre, en el año siguiente regirá el proyecto presentado por el gobierno, en lo que suele llamarse “dictadura fiscal”. Este procedimiento entraña una sanción al Congreso, que por negligencia o cualquier otra razón, no expide oportunamente el presupuesto.

Liquidación del Presupuesto: El trámite de aprobación del presupuesto termina con un decreto del ejecutivo que se denomina “de liquidación”. Este decreto es puramente mecánico y su finalidad es sacar “en limpio” el presupuesto, mediante la inclusión de las modificaciones que se le hicieron al proyecto durante su estudio y la corrección de cualquier error aritmético en que se haya podido incurrir durante el debate, teniendo en cuenta que en el presupuesto se manejan múltiples cifras. Este decreto se acompañará además de un anexo que debe contener el detalle (desagregado) del gasto aprobado para el respectivo año fiscal.

Ejecución Presupuestal: La ejecución del presupuesto consiste en la recaudación de las rentas previstas y la utilización de las autorizaciones de gasto contenidas en él, así como de otros trámites y procedimientos posteriores a su trámite y aprobación, entre los cuales se destaca:

El Programa de Caja: Instrumento para determinar el ritmo de realización de los gastos previstos en el presupuesto, de tal manera que guarden armonía con los ingresos disponibles para efectuar su pago, se elabora por parte de las diferentes entidades que conforman el presupuesto de la nación o del respectivo nivel territorial, en él se determinan los ciclos en que se demandan mayores gastos (pagos de primas, anticipos de contratos) y se busca su concordancia con los periodos de mayores ingresos (fechas de vencimiento de cuotas de impuestos, fechas de corte, etc.) para lograr que los recursos efectivos estén disponibles en tesorería en el momento en que el ordenador del gasto requiera utilizar sus autorizaciones.

Este programa está reglamentado en el artículo 73 del decreto 111 de 1996, el cual lo denomina Plan anual mensualizado de caja – PAC, este plan se constituye en el instrumento que define el monto máximo de fondos disponibles en la cuenta única y los pagos se harán sujetándose a los montos aprobados en él. Las partidas incluidas en el PAC, deberán ser garantizadas sin restricciones por la correspondiente tesorería y el funcionario que genere obligaciones adicionales al tesoro por incumplimiento injustificado del plan incurrirá en causal de mala conducta.

El PAC de la vigencia tendrá como limite máximo, el monto del presupuesto aprobado para la misma vigencia. Sin embargo, en caso de determinarse una deficiencia en la captación de los recursos necesarios para atenderlo, podrá ser reducido. A partir del PAC, el ordenador del gasto, que es el funcionario con autoridad para contraer obligaciones con cargo al presupuesto del respectivo nivel territorial, podrá contratar y disponer el suministro de bienes o servicios para uso de la administración pública.

Modificaciones al Presupuesto: Como el presupuesto no puede ser un instrumento completamente rígido y debe adaptarse a las condiciones cambiantes de la economía, la Ley establece los mecanismos mediante los cuales se puede modificar, estas modificaciones deben realizarse por el ejecutivo mediante un decreto en el cual se señalen las causas y efectos de la decisión y dispondrá si es del caso, la modificación del correspondiente plan anual mensualizado de caja - PAC.

Las modificaciones que pueden aplicarse al presupuesto son:

Reducción o aplazamiento de apropiaciones presupuestales: El artículo 76 del estatuto de presupuesto, establece que si la autoridad de Hacienda respectiva, estima que los recaudos efectivos del periodo pueden llegar a ser inferiores al total de los gastos autorizados, puede reducir el presupuesto, contrayendo las partidas de gasto amenazadas con la reducción del ingreso.

También podrá suspender o aplazar las autorizaciones de gasto que no se puedan cumplir totalmente o las que no sean necesarias para atender el normal desarrollo de las actividades de la administración pública.

De la misma manera, si no se logra el perfeccionamiento de los empréstitos mediante los cuales el ejecutivo pretendía la financiación de los gastos autorizados en el respectivo presupuesto, se procederá a la suspensión de la apropiación correspondiente y también podrá reducir partidas apropiadas en el presupuesto, cuando considere que su utilización puede originar desequilibrios macroeconómicos.

Créditos adicionales: Durante la ejecución del presupuesto, podrá también requerirse el aumento de las apropiaciones, para lo cual se puede acudir a los créditos adicionales. Estos créditos podrán ser suplementales, cuando incrementan una partida ya existente y serán extraordinarios cuando buscan atender un servicio no considerado en el aforo inicial. Estas modificaciones deberán ser realizadas por norma general por la instancia que aprobó el respectivo presupuesto, pero éste a su vez podrá delegar en el ejecutivo, que podrá hacerlo por decreto, cuando no excedan del monto que les fuera autorizado, este monto debe indicarse cada año en el capitulo denominado disposiciones generales y que, como se dijo, esta compuesto por instrucciones para la ejecución del presupuesto que solamente rigen para la respectiva vigencia fiscal.

Los recursos para financiarlos podrán provenir de excesos en el recaudo de ingresos, empréstitos obtenidos o nuevos impuestos, en este caso se denominan adiciones presupuestales o de otras apropiaciones presupuestales en cuyo caso se denominan traslados presupuestales, los traslados solamente pueden hacerse con base en partidas no comprometidas pero no pueden trasladarse apropiaciones destinadas a la inversión o a gastos con componentes fijos,  a menos que se demuestre que no podrán ser ejecutados en la vigencia para la cual fueron aprobados o que al finalizar la misma, se producirán excedentes que no serán utilizados.

El correspondiente decreto deberá mostrar cuales son las apropiaciones que se reducen y cuales las que se incrementan y presentará las explicaciones suficientes en caso de ser necesario.

Disponibilidades: Antes de comprometer el tesoro público, el funcionario que tiene autoridad para hacerlo (ordenador de gasto), deberá obtener un certificado sobre la disponibilidad de la apropiación presupuestal suficiente para atender el gasto que ordenará y como las apropiaciones incluidas en el presupuesto son las autorizaciones máximas de gasto, como lo establece el artículo 89 del decreto 111 de 1996, ningún ordenador podrá asumir compromisos que desborden el monto de una apropiación, en caso de hacerlo responderá personalmente por las obligaciones contraidas.

Estas apropiaciones además, tienen vigencia únicamente en el periodo respectivo y el mismo artículo determina que finalizado el periodo (31 de diciembre), estas autorizaciones expiran y no podrán comprometerse, es decir que el ordenador no podrá utilizarlas para adquirir nuevas obligaciones, ni podrá adicionarlas, ni contracreditarlas, es decir que no podrán ser completadas o reducidas mediante traslados presupuestales.

Igualmente, el ordenador del gasto podrá disponer que se contraigan obligaciones de tracto sucesivo o con una duración a través del tiempo que hagan que no solamente se comprometan apropiaciones del presupuesto que se esté ejecutando, sino también de periodos posteriores o pactar que los bienes o servicios sean entregados en vigencias posteriores, para poder establecer este tipo de compromisos deberá obtener de la instancia competente para la aprobación del presupuesto, una autorización de vigencias futuras, debiendo asegurarse que en los posteriores aforos, se dé prelación a estas autorizaciones y a todas las necesarias para continuar o terminar las obras públicas o servicios indispensables que se estén llevando a cabo con base en esos compromisos al concluir la vigencia inmediatamente anterior.

La Ley 819 de 2003, clasificó las autorizaciones para afectar presupuestos de vigencias futuras en ordinarias y excepcionales. Las primeras se referirán a cualquier tipo de gasto, deberán consultar el marco fiscal de mediano plazo y deberá disponerse y ejecutarse del 15 % del valor a comprometer en la vigencia en que se haga la ordenación. Las excepcionales, serán autorizadas por el Consejo Superior de Política Fiscal, Confis, para las obras de infraestructura, energía, comunicaciones, aeronáutica, defensa y seguridad, así como para las garantías a las concesiones, sin apropiación en el presupuesto del año en que se concede la autorización.

Reservas de apropiación y cuentas por pagar: El mencionado artículo 89 del estatuto orgánico de presupuesto, señala también que al finalizar la vigencia fiscal, cada entidad deberá constituir las reservas presupuestales para atender los compromisos que a 31 de diciembre no se hayan cumplido, siempre y cuando se hayan contraído con sujeción a la Ley y desarrollen el objeto de la apropiación. Sin embargo, la Ley 819 de 2003, relativa a la disciplina fiscal, en su artículo 8º establece que los presupuestos deberán elaborarse de tal manera que se las apropiaciones aprobadas puedan ejecutarse en su totalidad en la vigencia fiscal respectiva, entendiéndose que la ejecución está completa cuando se hayan recibido los bienes y servicios o cuando se hayan cumplido los requisitos que hagan exigible su pago, conforme lo establece el artículo 1º, Decreto 1957 de 2007.  
Con el fin de evitar que al final del periodo se acumulen demasiadas reservas de apropiación, el artículo 78 del Decreto 111 de 1996 y el artículo 2º del Decreto 1957 de 2007, establecen que el monto de las mismas, se reducirá del presupuesto del año siguiente, cuando las que se hayan constituído para gastos de funcionamiento superen el 2 % del presupuesto de la vigencia en la que se constituyeron y cuando las reservas de apropiación de inversión sean superiores al 15 % del presupuesto fijado en la vigencia para la inversión.

Al finalizar una vigencia, también pueden existir compromisos que aunque se han cumplido (obligaciones), su pago no ha sido atendido a pesar de existir disponibilidad efectiva para realizar su pago, para lo cual se constituirán cuentas por pagar, solamente hasta por el monto de los recursos disponibles, identificando exactamente la ubicación física del recurso con el cual será atendida la reserva de caja que se constituye.

Las apropiaciones comprometidas que no estén adecuadamente financiadas al final del periodo por disponibilidades efectivas de caja o por obligaciones a favor de la entidad estatal, debidamente certificadas (reconocimientos), contribuirán a conformar el déficit de caja o tesorería de la respectiva entidad.

Las reservas constituidas en una vigencia deberán ser ejecutadas en el año siguiente o en caso contrario deberán ser canceladas definitivamente, en este caso, los recursos que financiaban tales reservas si se trataba de una reserva para cuya atención se disponía de recursos o estaba financiada con un compromiso a favor del Estado que se haya cumplido en la vigencia siguiente, los recursos liberados podrán ser utilizados para adicionar el presupuesto de la vigencia en la cual se determine que no se cumplirán.
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